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4. Tipología 
 
Dos son las instituciones estatales que realizan un seguimiento de los conflictos sociales: 
la Oficina de Gestión de Conflictos Sociales de la PCM1, que realiza acciones de prevención 
y seguimiento desde 2007; y la Defensoría del Pueblo desde el año 20042

 

. Ambas 
instituciones no proponen explícitamente una tipología para los conflictos sociales 
registrados. Sin embargo, asignan diferentes categorías a los conflictos para poder dar 
alguna clasificación que indique el aumento o disminución de los mismos. 

Encontramos que varias de las categorías presentadas son bastante amplias y engloban 
más de un tipo de conflicto, lo cual es comprensible porque ambas instituciones han ido 
construyendo esta clasificación a medida que registraban los conflictos. La Defensoría por 
un lado guía su clasificación por el interés en la vulneración de los derechos por parte de 
la autoridad pública, por lo cual no es extraño encontrar, por ejemplo, asuntos de 
gobierno local, asuntos de gobierno regional y asuntos de gobierno nacional. La PCM, si 
bien comparte algunas de las categorías que utiliza la Defensoría del Pueblo incide en 
temas relativos a los sectores de gobierno implicados en su prevención o solución. Nuestra 
propuesta, a partir de la lectura de los conflictos registrados por nuestro equipo de campo, 
incide no tanto en la expresión del conflicto sino en las causas que lo originan. Una 
adecuada comprensión de las causas nos permitirá en la parte final pensar en estrategias 
de prevención y resolución de los conflictos, asignando tareas y responsabilidades 
específicas.  

Defensoría del Pueblo3 PCM4 IEP 

Socioambiental Socioambiental  
Percepción de incompatibilidad de 
actividades económicas y formas de vida 

Demarcación territorial Demarcación territorial Acceso a beneficios económicos privados 

Asuntos de gobierno local Infraestructura  Acceso a recursos públicos 

Asuntos de gobierno regional Recursos hídricos 
Grandes proyectos de inversión impulsados 
por el Estado 

                                                 
1  Hasta enero de 2010 se trataba de una Unidad de Prevención de Conflictos que dependía de la 

Secretaría General de la PCM. Mediante D.S. N° 010-2010 PCM esta unidad pasa a ser un 
Órgano Técnico especializado que depende directamente del Presidente del Consejo de 
Ministros. 

2  Si bien la Defensoría del Pueblo registra los conflictos sociales desde 2004, es en el 2009 que 
se crea la Adjuntía para la Prevención de Conflictos Sociales y la Gobernabilidad. 

3  Adjuntía para la Prevención de Conflictos Sociales y la Gobernabilidad. 71° Reporte de 
conflictos sociales. Conflictos sociales conocidos por la Defensoría del Pueblo al 31 de enero del 
2010, p. 4. 

4  Elaborado a partir de la base de datos proporcionada por la Oficina de Gestión de Conflictos de 
la PCM y la presentación de conflictos sociales publicada en su página web: 
http://sc.pcm.gob.pe/web/images/stories/interior/docs/conflDic09.pdf (revisado el 1° de marzo 
de 2010). 

http://sc.pcm.gob.pe/web/images/stories/interior/docs/conflDic09.pdf�
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Asuntos de gobierno nacional Gobernabilidad Gestión de recursos públicos 

Electorales Asuntos sociales Ilegalidad de actividades 

Laborales Asuntos productivos   

Comunales Laboral Derechos laborales 

Cultivo ilegal de coca Normativo  Servicios Públicos 

Otros Cocalero Otros 

 
La información recogida en los 25 departamentos del Perú ha proyectado como las 
principales causas de los conflictos: 
 
1. Una percepción de incompatibilidad de actividades económicas y formas de vida, 
básicamente entre actividades extractivas y actividades agropecuarias, pudiendo ser las 
primeras propias de la gran o de la pequeña minería (artesanal o informal). 

2. La demanda por beneficios económicos privados. En este rubro encontramos los 
conflictos “socioambientales” donde la población reclama diversas compensaciones o 
beneficios a las empresas mineras y/o petroleras. 

3. El acceso a recursos públicos. En esta categoría debemos distinguir entre recursos 
financieros y recursos naturales. En el primer caso encontramos los conflictos por 
demarcación territorial, en cuyo fondo se encuentran expectativas por la repartición del 
canon y/o regalías. Otra modalidad son los conflictos abiertos por el canon, como aquel 
entre las regiones de Tacna y Moquegua. Un caso particular es la demanda por 
inversiones postergadas, como en el caso del Proyecto Hidroenergético Alto Piura. 
Entre los conflictos por recursos naturales predominan las pugnas por el acceso al agua, 
como el caso de las regiones Ica y Huancavelica. 
En estos conflictos solemos encontrar como actores principales tanto a autoridades 
políticas como a la población de sus circunscripciones.  

4. Proyectos de inversión impulsados por el Estado, que incluyen los grandes proyectos de 
inversión (caso Inambari) y la (así percibida)5

5. La gestión de recursos públicos. Acá los conflictos se producen cuando actores sociales 
o políticos o están de acuerdo con la manera cómo se gastan los fondos públicos y pueden 
incluir las protestas contra inversiones no consultadas con la población o no acordados 
mediante el Presupuesto Participativo, o acusaciones por corrupción a las autoridades 
políticas.  

 privatización de infraestructura pública 
(puertos), y que no van acompañados por una buena estrategia de relación con las 
comunidades involucradas o afectadas.  

6. Un sexto tipo de conflictos se produce cuando el Estado trata de imponer la ley contra 
actividades ilegales (narcotráfico, contrabando, minería artesanal). Una diferencia 
                                                 
5  Para el Estado, la concesión de los puertos, por ejemplo, no significa “privatización”; los 

contrincantes sí lo perciben así. 
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importante con los demás categorías consiste en el hecho de que en este caso el Estado 
es el demandante y no el demandado. 

7. Finalmente, hemos encontrado una serie de conflictos puntuales que no caben en 
ninguna de las categorías (“otros”), y conflictos cuya gestión está claramente normada y 
por lo tanto no es (o no debería ser) competencia de la PCM (laborales, servicios 
públicos). 
 
Cada una de estas categorías implica un conjunto de actores específicos (demandantes, 
demandados, actores “terceros”), según el siguiente cuadro:  
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Causa 

 
 

Expresiones 

Actores involucrados 

Actor 1 
(demandante) 

Actor 2 
(demandado) 

Terceros 
(extralocales) 

Percepción de 
incompatibilidad 
de actividades 
económicas y 
formas de vida 

Conflictos por industrias 
extractivas; 
Paros amazónicos 

Comunidades, 
Gobiernos 
subnacionales 

Empresas, 
Gobierno Nacional 

ONG, Medios de 
comunicación 

Agricultura vs minería 
artesanal Comunidades Comunidades  

Acceso a 
beneficios 
económicos 
privados 

Conflictos por industrias 
extractivas Comunidades Empresas ONG, Medios de 

comunicación 

Acceso a recursos 
públicos 

Recursos financieros  

Conflictos por demarcación 
territorial 

Gobiernos sub-
nacionales (varios 
niveles) 
 
Frentes de Defensa 

Gobiernos sub-
nacionales (varios 
niveles) 
 
Frentes de Defensa 
 
PCM  

 

Demandas para realizar 
proyectos 

Gobiernos 
subnacionales, 
gremios, 
población 

Gobierno Central  

Demandas por repartición 
del canon 

Gobiernos 
subnacionales Gobierno Nacional  

Recursos naturales 

Conflictos por el agua Gobiernos 
subnacionales 

Gobiernos 
subnacionales 
 
Min. Agricultura  

Población 
(Frentes de 
Defensa etc.) 

Proyectos de 
inversión 
impulsados por el 
Estado 

Conflictos socio-ambientales  
Conflictos por 
privatizaciones, 

Comunidades, 
Gobiernos 
subnacionales 

Gobierno Nacional ONG, 
Partidos 

Gestión de 
recursos públicos 

Conflictos por 
“gobernabilidad”,Corrupción, 
 

Comunidad, líderes 
locales, Gobiernos locales  

Ilegalidad de 
actividades 

Narcotráfico, contrabando, 
Tala ilegal Estado Infractores  

Conflictos cuya gestión no compete a la PCM    

Derechos 
laborales     

Servicios Públicos     

Otros     
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5. Conclusiones y recomendaciones 
 
¿Cuál debiera ser la lógica de una metodología de prevención de conflictos? La 
información obtenida en el presente estudio nos ha permitido identificar fuentes 
recurrentes sobre conflictos de fondo. Un abordaje para la prevención debiera llevarnos a 
considerar tanto las reformas en el proceso de toma de decisiones del Estado Peruano 
(particularmente del nivel central) como considerar una nueva arquitectura institucional 
que reasigne roles a determinadas oficinas estatales. De más está decir que la 
implementación de estas modificaciones implica un esfuerzo de largo aliento, que 
involucre a todas las elites políticas y sociales, y que por tanto debiera involucrar al 
Congreso, al Acuerdo Nacional, el CEPLAN, los gobiernos regionales y locales.  
 
Decisiones políticas 
 
Como señalamos en nuestro marco teórico, la conflictividad social se puede explicar desde 
las acciones y omisiones del Estado (tanto en las dependencias de nivel horizontal como 
vertical). Hay conflictos que, dada su previsibilidad, no debieran surgir pero que dada la 
carencia de un sistema de información centralizado y la falta de voluntad para abordarlos, 
aparecen. Visto el panorama actual de la conflictividad social en nuestro país, a nivel de 
políticas públicas detectamos ciertos elementos problemáticos, que llevan a plantear 
algunas recomendaciones: 

• Una fuente importante de conflictos proviene de la incursión de industrias 
extractivas a nivel local y/o regional, en zonas donde la actividad económica estaba 
centrada en otras actividades. Se percibe, en ese sentido, una incompatibilidad 
entre las industrias extractivas y estas actividades, así como una incompatibilidad 
de “formas de vida” (entre aquellas basadas en actividades básicas y la relacionada 
a la extracción). 

 
A la acentuación de la dinámica de esta tensión han contribuido procesos de 
consulta poco participativos y afectación del espacio natural (a decir de los 
pobladores). Por ello, son necesarios cambios en la legislación que hagan más 
exigentes las fases exploratoria y de otorgamiento de concesiones para los 
postulantes; en particular, debiera enfatizarse la importancia de las estrategias de 
relación comunitaria que presenten los eventuales postulantes (incluso aquellos 
que sólo vayan a realizar actividades exploratorias). Se tiene que ser más preciso 
para lograr un consentimiento oportuno, libre e informado por parte de la 
ciudadanía. Está pendiente, asimismo, una correcta reglamentación del derecho a 
la consulta que permita dejar constancia de los acuerdos y objeciones de las 
comunidades a la presencia de empresas extractivas.  

 
Como puede deducirse, esta es una discusión muy de fondo y que pasa también 
por el establecimiento de una zonificación económica y ecológica del país, que 



Extracto del documento de consultoría del IEP Mapa de Conflictos Sociales y Actores a Nivel Nacional 
Prevcon-PCM 

6 
 

permita dirimir los conflictos asociados a la compatibilidad de actividades 
extractivas y agropecuarias, que involucra al gobierno central, como a los 
gobiernos regionales y locales.  

 
• Para los casos donde la minería ya es una actividad inserta en la economía local, se 

requiere un mayor control y vigilancia de los acuerdos que sustentan esa relación 
(particularmente aquellos que afectan recursos económicos que llegan como 
responsabilidad social empresarial, fideicomisos o canon). Los recursos de esta 
actividad económica tienen que integrarse a las estrategias de desarrollo locales, 
sin dejar espacio al clientelismo y/o la corrupción (fuente de conflictividad 
plasmada en luchas políticas en el consejo local y en los intentos de vacancia). La 
idea es no asignar arbitrariamente, ni en función a presiones.  
 

• Asimismo, en la actual asignación de recursos, presenciamos una lógica muy 
conflictiva: una lógica de asignación territorial, no sobre la base de necesidades de 
la población. Se requieren cambios en la distribución del canon que permitan que el 
mismo sea distribuido según necesidades (identificadas mediante instrumentos 
como el mapa de pobreza del MEF), y no territorialmente. La lógica de la 
“territorialización” de los recursos ocasiona conflictos limítrofes (en vez de 
incentivar la integración interregional), dispersa el gasto y eventualmente otorga 
una gran cantidad de recursos a entidades estatales incapaces de gestionarlo. Ello 
debiera ir en paralelo al fortalecimiento del trabajo de demarcación territorial y a 
un rol del Estado que promueva la integración (fortaleciendo la coordinación local, 
las mancomunidades, esfuerzos de juntas de integración regional, por ejemplo). 

 
• En líneas generales, y como recomendación para PROINVERSIÓN y otras instancias 

del Ejecutivo, creemos que la política de inversión del Gobierno Nacional no se 
puede seguir pensando como si las regiones fueran “terreno baldío”: tan o más 
importante que la presencia de dificultades geográficas para la explotación de 
recursos, es la reticencia de los pobladores de las zonas en permitir la presencia de 
estas empresas. De más está señalar que, con todo, dicha reticencia se enmarca 
en los derechos de las comunidades, reconocidos constitucionalmente, y que por 
tanto es legítima. 

 

• En temas de control de gasto, las instituciones públicas a nivel nacional y 
subnacional tienen que cumplir un rol de apoyo mutuo: la Contraloría General de la 
República y los consejos municipales y regionales son la instituciones públicas 
llamadas a cumplir este rol. Se requiere en ese sentido fortalecer los gobiernos 
regionales y locales, en particular sus consejos, para que puedan cumplir con 
tareas de control, fiscalización y planeación del desarrollo; estos esfuerzos deben 
ser complementados con el involucramiento de actores de la sociedad civil en los 
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espacios participativos existentes (Consejos de Coordinación Regional y Local, 
Mesas de Concertación).  

• Los temas vinculados a actividades ilegales, al ser de por si temas estructurales, 
requieren mucha voluntad política y consenso para ser abordadas (dados los costos 
que en legitimidad pueden tener en algunas zonas para el gobierno central). 
Acciones pertinentes debieran pensarse como parte de un debate nacional en el 
que deben participar instituciones como el Congreso, el Acuerdo Nacional, el 
CEPLAN y los gobiernos regionales y locales.  

 
Sobre el rediseño institucional del Estado 
¿Cómo debiera organizarse el Estado para prevenir y responder ante los conflictos 
sociales? De un lado, podría proponerse una estructura de abordaje “centralizada” en la 
PCM, lo que conllevaría necesariamente a una expansión de sus áreas y recursos. Otros 
apostarían por un diseño “descentralizado” donde los niveles de gobierno regional y local 
asumirían la función de prevención de conflictos. Una postura intermedia llevaría a 
considerar a los sectores del gobierno nacional, en coordinación con los gobiernos 
subnacionales, como una primera instancia en la prevención que sólo en caso de 
escalamiento de conflictos llevaría a la intervención puntual de la PCM. En el corto plazo, 
esta posición intermedia nos parece la más razonable; la participación de los gobiernos 
regionales debería aumentar en el mediano y largo plazo, en la medida en que sus 
competencias y funciones aumenten.  
 
El rediseño institucional que proponemos pasaría por los siguientes puntos: 
 

• Cada uno de los sectores (o por lo menos los sectores con más conflictos dentro de 
sus competencias) debiera contar con unidades de prevención de conflicto efectivas, 
que cumplan un rol preventivo básico, parte de un sistema integrado liderado por la 
PCM. Es en los problemas de multisectorialidad del conflicto o de imposibilidad de 
solución efectiva de los sectores donde PCM debería intervenir como primera instancia. 
Los gobiernos regionales deben también ser parte de este sistema, en tanto los 
conflictos ocurren en sus circunscripciones.  
 
No obstante, este rol subsidiario no significa que PCM deje de estar vigilante de los 
conflictos en el país. Eventualmente, los actores sociales durante el proceso de 
negociación podrían cerrar posiciones ante el sector, exigiendo la presencia de PCM. 
Estos casos debieran ser evaluados cuidadosamente, no se puede establecer a priori 
en qué casos PCM debiera intervenir.  
 

• Pensar en los gobiernos regionales como articuladores del proceso de prevención pasa 
por una mejora generalizada de sus recursos humanos y capacidades. los gobiernos 
regionales en el corto plazo deben ser parte de un sistema de registro, alerta 
temprana, monitoreo, seguimiento, y acompañamiento y mediación en los conflictos. 
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Esto porque, por ahora, sus ámbitos de competencia no los hacen responsables de la 
solución de la mayoría de conflictos registrados.  

• La Defensoría del Pueblo ha realizado un trabajo valioso en los últimos años, 
centrando su atención en aquellos conflictos donde directamente se vean afectados 
derechos fundamentales y que no estén siendo tratados por los canales institucionales 
correspondientes. Dada su credibilidad, cumplirá funciones importantes en un sistema 
de monitoreo y en ocasiones de mediación y facilitación de procesos de negociación.  

• Para los conflictos que comprometen grandes proyectos de inversión o que son 
multisectoriales, el rol protagónico en la prevención y mediación debe estar a cargo de 
la Presidencia del Consejo de Ministros, cuyas capacidades decisorias directas 
garantizan mayor estabilidad de los acuerdos.  
 

• Evaluar la conveniencia de un rol mucho más activo de los gobernadores locales. 
Actualmente las gubernaturas son dependientes del Ministerio del Interior y, en la 
mayoría de sus casos, no tienen responsabilidades precisas. No obstante esta 
situación, eventualmente son vistas por la población como “representantes locales” del 
gobierno central y como tales están en un posición privilegiada para prevenir 
conflictos. Ciertamente ello representa una ventaja y una desventaja: en varios 
conflictos nacionales hemos visto tomas de las gubernaturas y eventuales destrozos de 
su infraestructura. 
 
Avanzar hacia una estructura donde los gobernadores sean dependientes de la 
Presidencia del Consejo de Ministros y estén capacitados en resolución de conflictos 
podría volverlos en la primera instancia local de prevención. Nuevamente, y al igual 
que en el caso de los gobiernos regionales, se requiere capacitación y mejora de 
capacidades previo a este paso. 

 

En concreto, y para cada estado del conflicto, PCM debería contar con: 

• Un sistema de información centralizada. Como señalamos en la parte introductoria 
de este estudio, distintas definiciones de conflictos nos pueden llevar a distintos 
panoramas sobre la conflictividad social en un mismo escenario. Es necesario, 
entonces, que el Estado genere una fuente de información sobre los conflictos 
sociales altamente confiable, basada en el contraste de fuentes y en el uso 
compartido de un lenguaje. Esta tarea debiera recaer principalmente en PCM con la 
colaboración de autoridades locales (gubernaturas, gobiernos locales y regionales), 
sectores y organismos públicos descentralizados, cuando el conflicto está aún en 
una etapa de latencia. 
 
Esta información debiera ser de carácter público y podría ir en paralelo a la 
información que, para fines de sus objetivos constitucionales, trabaje la Defensoría 
del Pueblo. Eventualmente, una retroalimentación sana de esta información 
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debiera llevar a que las instituciones y actores mencionados en los reportes corrijan 
y aporten en la recolección de la misma (por ejemplo, si un conflicto resuelto es 
aún catalogado como en fase de protesta). 
 
Asimismo, esta información debiera permitir a PCM sugerir ante las instancias 
competentes (Congreso y ministerios, principalmente) las modificaciones 
normativas pertinentes que prevengan el escalamiento del conflicto. 
 

• En la fase de escalamiento del conflicto, es decir, cuando las demandas ya son 
verbalizadas por algún actor, las gubernaturas, gobiernos subnacionales y la 
Defensoría del Pueblo debieran continuar la labor de recojo de información (para 
un hipotético sistema nacional de información) a la par que realizan funciones de 
mediación. 
 
La tarea de negociación, en este nivel recaería en los sectores para temas que 
involucran al gobierno central o a los gobiernos subnacionales en temas que 
involucran una región o localidad en específico. La PCM cumpliría un rol de 
seguimiento de estas negociaciones y de vigilancia y asesoramiento a los sectores, 
cosa que la adopción o no de determinadas medidas en este ámbito no sea una 
sorpresa para ésta. 
 

• Sólo en caso de que el escalamiento conlleve a protestas, la conducción política del 
conflicto debiera recaer en PCM junto a los sectores, continuando las gubernaturas 
y gobiernos subnacionales en su rol de mediadores del conflicto. Esta etapa, a su 
vez, es la única en que puede y debe intervenir la Policía Nacional del Perú, el 
Ministerio Público y el Poder Judicial6

 

, asegurando el mantenimiento del orden 
público y respetando sin excepción los derechos de los ciudadanos (mas no 
negociando ni llegando a acuerdos, por muy grave que sea la situación que 
quieran prevenir). 

• Finalmente, en la fase de seguimiento de los acuerdos todas las instituciones 
políticas (gubernaturas, gobiernos subnacionales, sectores y OPD y PCM) debieran 
cumplir roles de seguimiento a los acuerdos adoptados, que no permitan que el 
conflicto vuelva a estado de escalamiento. 
 

Visto dinámicamente, y en relación a las distintas fases del conflicto, la labor de las 
diversas instituciones podría entenderse así: 

                                                 
6  Habría que reconocer que, en todo caso, hay actuaciones estatales que pueden acontecer en 

cualquier momento (típicamente las del Poder Judicial, por ejemplo), dado el nivel de 
autonomía con que cuentan algunas instituciones.  
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Roles de las instituciones públicas en las etapas del conflicto 
 

 Estado de latencia Fase de escalamiento Inicio de la protesta y búsqueda de 
resolución y acuerdos 

Fase de seguimiento 

Gobernadores Parte integrante del sistema de 
información sobre conflictos. 

Parte integrante del sistema de 
información sobre conflictos. 
Rol de mediación 

Rol de mediación Rol de vigilancia de acuerdos 
compartido 

Defensoría del Pueblo Parte integrante del sistema de 
información sobre conflictos. 

Parte integrante del sistema de 
información sobre conflictos. 
Rol de mediación 

Rol de mediación Rol de vigilancia de acuerdos 
compartido 

Gobiernos regionales 
y locales 

Parte integrante del sistema de 
información sobre conflictos. 

Parte integrante del sistema de 
información sobre conflictos. 
Rol de mediación  
Negociación (si le corresponde) 

Rol de mediación Rol de vigilancia de acuerdos 
compartido 

Sectores y OPD’S Parte integrante del sistema de 
información sobre conflictos. 

Rol de negociación Rol de negociación Rol de vigilancia de acuerdos 
compartido 

Presidencia del 
Consejo de Ministros 

Parte integrante del sistema de 
información sobre conflictos. 
Realiza propuestas de cambios 
legislativos ante el Congreso y 
sectores. 

Rol de seguimiento Rol de negociación Rol de vigilancia de acuerdos 
compartido 

Policía Nacional del 
Perú 

  Velar por el mantenimiento de formas 
pacíficas de protesta 
Garantizar el orden público y la vigencia 
de los derechos fundamentales. 
No deben contar con capacidad 
negociadora. 

 

Fiscalía y Poder 
Judicial 

  Velar por el mantenimiento de formas 
pacíficas de protesta 
Garantizar el orden público y la vigencia 
de los derechos fundamentales. 
No deben contar con capacidad 
negociadora. 

 

 
Como se puede apreciar, el rediseño institucional que proponemos no implica la creación de instituciones ad hoc, sino una mera 
redefinición de competencias entre instituciones ya existentes que restrinja el ámbito de acción de PCM al comienzo de las protestas 
pero que paralelamente la haga el centro de informaciones y vigilancia de la conflictividad a nivel nacional. 


